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¿MORAL O JURIDICIDAD?  
APROXIMACIÓN AL CONCEPTO CONSTITUCIONAL DE MORALIDAD 
ADMINISTRATIVA 
Jesús José Fuentes Orozco* 
 
Un número significativo de reflexiones iusfilosóficas ha analizado la relación entre derecho 
y moral. El vínculo entre estas generalmente ha sido abordado a partir de la necesaria 
subordinación de la ciencia jurídica a los parámetros morales, desde la tesis de filosofía ética 
que pregona la existencia de principios de justicia válidos y alcanzables a través de la razón 
humana -como lo sostiene el iusnaturalismo-, o a partir de la independencia absoluta de la 
una frente a la otra -como lo pregona el iuspositivismo- (Nino, 1955, pp. 27-43)1. Sin 
embargo, consideramos que también es posible, e incluso acertado, abordar la correlación 
entre estos a partir de su natural diferenciación y mutua complementariedad.  
 
En ese contexto es oportuno recordar que las construcciones kantianas presentan la moral 
como parámetro interno de conducta, pero también reconocen el derecho como instrumento 
dirigido a encauzar los comportamientos externos del sujeto, garantizando con ello el 
ejercicio de las libertades tanto propias como colectivas. Por su parte, Habermas, a pesar de 
resaltar la distinción entre estos, ha identificado una serie de limitaciones de la moral para 
proyectar efectos en el plano material, frente a las que el derecho, como instrumento 
institucional racional, brinda ventajas y soluciones a partir de su misma estructura y alcance, 
incluso ejerciendo facultades coactivas para alcanzar sus objetivos. 
 
Aquellos parámetros a partir de los que Kant y Habermas dan cuenta de la relación 
complementaria entre derecho y moral, serán analizados a partir de la moralidad 
administrativa consagrada en la Constitución de 1991. La falta de precisión de su contenido, 
y su alusión nominal expresa a la moral, genera algunas inquietudes: ¿se trata de un concepto 
 
* Trabajo presentado para acceder al título de Especialista en Filosofía del Derecho y teoría Jurídica de la 
Universidad Libre - Sede Bogotá, 2021. 
1 Sin embargo, Nino (1995) pone de presente la complejidad de definir con exactitud las implicaciones del 
iuspositivismo. Por ello, presenta el escepticismo ético, el positivismo ideológico, el formalismo jurídico y el 
positivismo metodológico o conceptual como formas desde las que esta corriente puede abordarse (pp. 16-43). 
estrictamente moral? En caso afirmativo, ¿cómo se llevaría a cabo la verificación de su 
vulneración? Si, por el contrario, se trata de un concepto jurídico, ¿cuál sería su diferencia 
con respecto a la ley? 
De esta manera, buscamos aproximarnos al contenido iusfilosófico de la moralidad 
administrativa reconocida en la Constitución. Para desarrollarlo, nos preguntamos: (i) ¿si la 
moralidad administrativa es un concepto moral, estructurado a partir del imperativo 
categórico kantiano, o si su contenido jurídico es identificable con alguna de las formas de 
legislación propuestas por este filósofo? Y (ii) ¿si el tratamiento jurisprudencial dado a la 
moralidad administrativa permite identificar las premisas kantianas y habermasianas desde 
las que sea posible fundamentar la relación complementaria entre derecho y moral? 
 
Como hipótesis proponemos que (i) la moralidad administrativa no se estructura a partir del 
imperativo categórico, pues al no poder exigir un fundamento moral arraigado en la 
subjetividad para ejecutar la acción que se espera del servidor público, estamos ante 
legislación jurídica. Adicionalmente, (ii) desde Habermas, el ropaje jurídico de este concepto 
constitucional permite superar, a través de sus desarrollos jurisprudenciales, algunas de las 
limitaciones que, a nivel de precisión, exigibilidad y convicción, presenta la moral cuando 
pretende regular comportamientos subjetivos externos.  
 
Con esta contribución perseguimos, como objetivo general, aproximarnos desde Kant y 
Habermas -sin perjuicio de algunas referencias a otros autores- al contenido de esta 
moralidad, que da cuenta de la complementariedad entre derecho y moral. Particularmente 
buscamos (i) precisar las razones por las que el ropaje jurídico puede ser necesario para 
efectivizar valoraciones morales, (ii) entender, desde una perspectiva iusfilosófica, el alcance 
de la jurisprudencia sobre moral administrativa, y (iii) precisar los distintos tipos de 
legislación concebidos por Kant en el marco de la interacción entre derecho y moral.  
 
Aplicaremos metodología descriptiva y analítica sobre filosofía relacionada con los tópicos 
a abordar, así como a normatividad, doctrina y jurisprudencia sobre moralidad 
administrativa. Desde allí, en el estado del arte abordaremos el desarrollo de este concepto 
en el ordenamiento jurídico colombiano; en el marco teórico retomaremos algunas 
construcciones habermasianas y kantianas relacionadas con el tema, para luego validar la 
hipótesis y presentar las conclusiones correspondientes. 
 
Parte primera: la moralidad administrativa en el orden jurídico colombiano 
 
Revisaremos la forma en que el contenido de la moralidad administrativa ha sido abordado 
en nuestro ordenamiento jurídico, encontrando concepciones jurisprudenciales divergentes 
sobre el tema, según el grado de sujeción al principio de legalidad que se reclame. 
 
1. La moralidad administrativa a nivel constitucional y legal 
 
La Constitución de 1991, como máxima expresión del derecho positivo, aunque parezca 
contradictorio incorpora principios de justicia que fundamentan el derecho natural, a través 
de valores, principios y derechos (Zagrebelsky, 2011, p. 116), que dan cuenta de la “alta 
ingeniería constitucional” y de la relevancia que tiene para el Estado y para la sociedad 
conectar efectivamente al sujeto con sus derechos (Costa, 2018, p. 155). Una de las formas 
en que se produce esa conexión la podemos encontrar en la consagración de la moralidad 
administrativa como derecho colectivo susceptible de ser protegido a través de la acción 
popular, pero también como principio rector del ejercicio de la función administrativa.  
 
En ese contexto, la moral administrativa fue consagrada como derecho colectivo en el 
artículo 88 de la Constitución, que tan solo se establece que su protección se reclama a través 
de la acción popular, de acuerdo con la reglamentación que disponga el legislador, así: 
 
La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 
públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros 
de similar naturaleza que se definen en ella. (Resaltado propio). 
 
También aparece consagrada en el artículo 209, esta vez dentro del listado de principios 
rectores del ejercicio de la función administrativa, al señalar que “La función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”. 
 
En el articulado transcrito vemos que el constituyente no introdujo definición alguna de la 
moralidad administrativa2. La falta de contenido constitucional preciso nos lleva a acudir a 
la distinción dworkiniana entre concepción y concepto, donde la primera versa sobre 
preceptos delimitados y completos que no requieren esfuerzo interpretativo, al tratar una 
realidad definida y precisa. En cambio, los conceptos responden al deseo del constituyente 
de no petrificar derechos o instituciones, por lo que acude a términos abstractos cuyo 
contenido puede ser delimitado posteriormente a través de los canales institucionales 
(Dworkin, 1997, pp. 214-215). Esto obedece precisamente a que el constituyente, para 
dinamizar el contenido y vigencia de la Carta Política, introduce normas de textura abierta 
que permiten que la institucionalidad elija entre varios contenidos (Hart, 1963, p. 158)3. 
 
Regresando al derecho positivo, tenemos que en el Congreso de la República se presentaron 
varios proyectos para reglamentar la acción popular. El que se convirtió en la Ley 472 de 
1998 definía la moralidad administrativa como “el derecho que tiene la comunidad a que el 
patrimonio público sea manejado por los funcionarios de conformidad con los principios y 
criterios señalados por la constitución y las leyes”. En esta conceptualización es determinante 
la protección del patrimonio público, pero no fue incluida en el texto definitivo de la ley 
(Aranguren & Rubiano, 2010, pp. 13-14). La ausencia de definición o aproximación a su 
contenido persiste en la ley que regula la acción popular. 
 
 
2 Los antecedentes consultados sobre los debates y decisiones en la Asamblea Nacional Constituyente no 
brindan mayores elementos para aproximarnos al contenido de la moralidad administrativa. En la gaceta 
constitucional No. 46 de 1991, se observa que la esencia de consagrar derechos colectivos está en proteger tales 
bienes jurídicos de daños que, por la naturaleza de aquellos, afectan a la comunidad. Por su parte, en la gaceta 
constitucional No. 109 la moralidad es contemplada como elemento del desarrollo de la actividad 
administrativa, sin consideraciones sobre su contenido. Documentos consultados en 
http://babel.banrepcultural.org/cdm/ref/collection/p17054coll26/id/3850, el miércoles 12 de agosto de 2020 a 
las 13:04 y 13:12, respectivamente.  
3 Sin embargo, Prieto Sanchís (1985) indica que, aunque la postura dworkiniana presenta algunas bondades, 
olvida que es igualmente posible que a pesar de acudir a una fórmula abstracta el constituyente busque proteger 
una concepción precisa (pp. 370-371). 
En cuanto al desarrollo legal como principio, encontramos que el artículo 3° de la Ley 489 
de 1998 dispone únicamente que la función administrativa debe desarrollarse con arreglo, 
entre otros, a la moralidad administrativa, pues “La función administrativa se desarrollará 
conforme a los principios constitucionales, en particular los atinentes a la buena fe, igualdad, 
moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, 
publicidad, responsabilidad y transparencia”. 
 
Por último, la Ley 1437 de 2011 dispuso que la moralidad administrativa es un principio que 
impone a todo servidor público observar probidad en su actuar, cuando señala que “En virtud 
del principio de moralidad, todas las personas y los servidores públicos están obligados a 
actuar con rectitud, lealtad y honestidad en las actuaciones administrativas”. 
 
Este recorrido normativo permite apreciar que la moralidad administrativa tiene una 
condición bifronte de derecho colectivo y principio de la función administrativa. Sin 
embargo, ni el constituyente ni el legislador la definieron o caracterizaron, dificultando las 
posibles aproximaciones a su objeto y contenido. 
 
Finalmente, para brindar mayor claridad frente a las implicaciones de la moralidad 
administrativa, debemos distinguir los conceptos de función administrativa, función pública 
y servidor público. Los dos últimos versan sobre relaciones de naturaleza laboral entre el 
Estado y los particulares, entendiendo por función pública la “administración del talento 
humano al servicio del Estado” (Younes, 2016, p. 174), y por servidor público, el vínculo 
laboral entre el Estado y quien le presta su fuerza laboral, de forma permanente (Younes, 
2016, p. 175). Por su parte, la función administrativa es un concepto más amplio, entendido 
como  
 
“(…) un conjunto de actividades particulares, disímiles entre sí, pero diversas de aquellas 
generales de estado y particularidades propias de la función judicial y legislativa, que dan 
desarrollo directo a las finalidades del estado, consagradas de manera positiva en la 
Constitución Política, que pueden ser desarrolladas por distintos sujetos de derecho, 
habilitados para ello, con el respeto y cumplimiento del ordenamiento jurídico superior” 
(Montaña, 2010, p. 124). 
 
De tal suerte, la función administrativa apunta a la precisión de competencias públicas 
distintas a la legislativa y judicial, mientras que las nociones de función y servidor público 
se enfocan en la relación laboral entre Estado y particulares. Sin embargo, para efectos de 
esta contribución, es oportuno establecer que asumimos la moralidad administrativa como un 
derecho y principio transversal del Estado, vinculante para todo servidor público, al margen 
de su adscripción específica a alguna rama del poder público. 
   
2. Algunos desarrollos jurisprudenciales sobre moralidad administrativa 
 
Ante la ausencia de conceptualización constitucional y legal de la moralidad administrativa, 
revisaremos algunos desarrollos jurisprudenciales en la materia, para comprender la forma 
en que la jurisdicción ha delimitado este concepto constitucional. 
 
Abordaremos primero la postura de la Corte Constitucional, corporación que ha señalado que 
la moral administrativa tiene la condición de derecho colectivo y principio, y que, sin 
comprometer el fuero interno del servidor público, le permite a la ciudadanía supervisar el 
comportamiento del funcionario público, validando la congruencia de este con el interés 
general y el bloque de legalidad4, constitutivos del horizonte de sus actuaciones (CC, sent. 
SU-649/2017). Dicha moralidad parte de que quienes ejercer función pública deben observar 
mayores estándares de probidad, por lo que el ejercicio de este derecho apunta a defender el 
erario de actuaciones desviadas de los servidores públicos (CC, sents. C-046/1994, C-
088/2000 y C-414/2012).  
 
Así, la moral administrativa permite evaluar el comportamiento del servidor público desde 
el marco jurídico que define las competencias propias del cargo (CC, sent. C.643/ 2012), sin 
que la acción popular sea el único mecanismo a través del que esta se tutela, dado que el 
 
4 La expresión “bloque de legalidad”, siguiendo a SANTOFIMIO (2007), está integrado por el conjunto de 
normas de diversa jerarquía -Constitución, ley, reglamentos, valores, principios, etc.- (p. 44) que definen el 
marco competencial y sustantivo que debe atender el servidor público en ejercicio de sus funciones. 
ordenamiento contempla otras herramientas dirigidas a ese mismo propósito, como el 
régimen de inhabilidades e incompatibilidades, el estatuto disciplinario, y la acción de 
repetición, entre otros (CC, sent. C-826/2013). 
 
Sin embargo, la Corte Constitucional, sobre el sentido y alcance de la moralidad 
administrativa dentro de nuestro ordenamiento jurídico, afirmó que “Como derecho e interés 
colectivo, la moralidad administrativa es una legitimación respecto de cualquier persona para 
exigir la fiscalización judicial del adecuado ejercicio de la función administrativa no referido 
exclusivamente al sometimiento formal al orden jurídico” (CC, sent. SU-585/2017).  Así, el 
Tribunal Constitucional establece que la moral administrativa, como derecho colectivo, 
legitima la revisión de la actividad del servidor público, sin que ello se haga únicamente a 
partir de lo establecido formalmente en el ordenamiento jurídico.  
 
Ahora, desde la jurisprudencia administrativa nos enfocaremos en dos concepciones sobre la 
moralidad administrativa: una basada en su relación fuerte con el principio de legalidad, y 
otra que precisa que aquella trasciende el espectro derivado del principio de legalidad.  
 
En una primera orientación, el Consejo de Estado afirmó que positivizar la moralidad 
administrativa responde a la necesidad de exigir al servidor público el respeto de los 
parámetros éticos, culturales y morales que, en términos kantianos, comparte la comunidad 
(CE, sent. del 8 de junio/2011). Esta moralidad demanda entender i) que no es sinónimo de 
legalidad, pues lo contrario llevaría a negar su propia existencia, y ii) que no es un concepto 
subjetivo, impidiendo que cada juez actúe siguiendo su concepción individual de la moral.  
 
En la decisión que refleja esta primera orientación, el Consejo de Estado precisa los 
siguientes aspectos relevantes de su concepción sobre la moralidad administrativa: 
 
(i) Desde el método interpretativo histórico, la moralidad administrativa tiene por objeto 
proteger el patrimonio público, y teleológicamente se sujeta a los fines del Estado. Las 
actuaciones alejadas de estos referentes se traducen en su desconocimiento; (ii) desde la 
Constitución, la moralidad no recae sobre el fuero interno del servidor público, sino en el 
comportamiento que la sociedad espera de este; (iii) como derecho colectivo, es preciso que 
la moralidad se concrete en cada caso, evaluada desde la sana crítica racional y sin implicar 
valoraciones que invadan el margen de conveniencia y oportunidad del que goza la 
administración; (iv) no toda ilegalidad implica transgredir la moralidad. Su entendimiento 
integral conlleva la asunción coetánea del alcance de la ley y del plexo de principios y valores 
que conforman el ordenamiento jurídico, evitando con ello que los jueces acudan a 
concepciones particulares de moralidad, y no a la subyacente en las normas jurídicas5, y (v) 
la protección judicial de la moral administrativa supone tomar correctivos ante la degradación 
de la moralidad que entrañan los actos de corrupción. 
 
Luego de recoger estos elementos, el Consejo de Estado asumió que el juicio de moralidad 
inherente a la acción popular no depende únicamente de los parámetros legales aplicables a 
la actividad del servidor público, por cuanto i) su relevancia constitucional implica que dicha 
moralidad no esté sujeta únicamente a exigencias normativas, y ii) su consagración conlleva 
ejercer facultades jurisdiccionales de control, en las que su contenido axiológico también 
constituye parámetro de escrutinio judicial. La amplitud de la esfera sobre la que recae el 
control a partir de la moralidad administrativa desplaza el sometimiento de esta a la legalidad, 
y lleva a que se aborde según las particularidades del caso concreto, ya que el legislador no 
puede prever todas las situaciones que la trasgredan. Esta concepción pretende garantizar un 
control integral y completo de la conducta del servidor público, a partir de los valores 
fundantes de la sociedad (CE, sent. del 27 de mayo/2014, exp. 2402-01). 
 
En una segunda orientación, la Sala Plena Contencioso Administrativa del Consejo de Estado 
unificó el criterio sobre la moralidad administrativa, recordando que este es un concepto 
jurídico indeterminado, con alto grado de abstracción, que obstaculiza los esfuerzos para 
definirla. Empero, esto no significa permitir un nivel intolerable de arbitrio judicial, en el que 
la valoración dependa exclusivamente del criterio personal del juez. 
 
 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera-Subsección A, sentencia del 17 
de noviembre de 2011, consejero ponente Dr. Mauricio Fajardo Gómez.  
Es así como, en procura de aproximarse al objeto tutelado por la moralidad administrativa, 
el Consejo de Estado introdujo algunos parámetros que permiten su aplicación objetiva. El 
primer propósito se alcanza a partir de una interpretación sistemática del artículo 2° de la 
Constitución6 -según el cual promover el interés general es uno de los fines esenciales del 
Estado, junto con el artículo 209 de la Carta -que señala los principios inherentes a esa 
función estatal-. Desde allí, la moralidad administrativa tiene como núcleo esencial la lealtad, 
rectitud y honestidad del servidor público con respecto a los fines propios del Estado.  
 
Luego, en aras brindar seguridad jurídica, el máximo tribunal de lo contencioso 
administrativo afirmó que el análisis integral de la moralidad administrativa debe incorporar 
la valoración de un elemento objetivo y otro subjetivo, de la siguiente manera: 
 
(i) El elemento objetivo se centra en el quebrantamiento del ordenamiento jurídico. Sin 
embargo, el mismo tribunal recuerda que no toda ilegalidad vulnera la moralidad 
administrativa, pues ello desnaturalizaría la acción popular convirtiéndola en un medio de 
control de legalidad semejante a los demás contemplados por la Ley 1437 de 20117. Por su 
parte, el (ii) elemento subjetivo entraña un juicio de moralidad a la actuación del 
funcionario, buscando determinar si existió alguna conducta antagónica al ejercicio adecuado 
de sus competencias, en la que por buscar provecho propio o para terceros, se alejó de los 
lineamientos del buen servicio público y del interés general. 
 
A partir de lo anterior, es dable concluir que la moralidad administrativa recae en la conducta 
externa del servidor público. Los elementos objetivo y subjetivo remiten esencialmente al 
ordenamiento jurídico, de tal suerte que normas y principios terminan siendo el rasero a partir 
 
6 La norma citada dispone que “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares”. 
7 La Ley 1437 consagra diversos medios de control para supervisar que las decisiones de la administración se 
avengan al principio de legalidad, como la nulidad por inconstitucionalidad -art. 135, nulidad -art. 137-, nulidad 
y restablecimiento del derecho -art. 138-, nulidad electoral art- 139-, controversias contractuales -art. 141-, y 
para el cumplimiento de normas con fuerza material de ley o actos administrativos -art. 146-, etc. 
del que se precisará si la conducta del servidor fue o no inmoral, dependiendo de si el 
desconocimiento del bloque de legalidad está o no acompañado de actuaciones para obtener 
beneficio propio o a favor de terceros (CE, sent. del 15 de diciembre/2015, exp. 2007-
00033(AP))8.  
 
Parte segunda: la relación entre derecho y moral desde la filosofía 
 
En los acápites subsiguientes, analizaremos algunos aspectos de la filosofía kantiana y 
habermasiana sobre derecho y moral relevantes para comprender mejor las orientaciones 
jurisprudenciales presentadas.  
 
1. El alcance de la concepción kantiana sobre derecho y moral 
 
Ubicados en la Fundamentación para la metafísica de las costumbres, el imperativo 
categórico kantiano se erige como el parámetro de moral universal estructurado a partir de 
la autonomía y libertad del hombre que, como fin en sí mismo, está llamado a seguir (Castro, 
2016, pp. 55-56). La trascendental concurrencia de estos elementos permite que la validez 
del imperativo sea asumida con convicción por todos los miembros de la comunidad (Kant, 
2016, p. 190). 
 
Este imperativo categórico se apoya en la noción de máxima, referida a una regla adoptada 
como principio de acción por la persona en virtud de razones subjetivas y por la concurrencia 
de tres componentes: i) la forma, consistente en su recomendación de universalidad (Castro, 
2016, p. 60), que indica que estas “han de ser escogidas como si fuesen a valer como leyes 
universales de la naturaleza”; ii) la materia, referida al fin perseguido, concibiendo “el ser 
racional como fin según su naturaleza y, por tanto, como fin en sí mismo tendría que servir 
para toda máxima como condición restrictiva de todo fin meramente relativo y arbitrario”, y 
iii)  la determinación cabal de las máximas, sintetizada según el autor, en que “todas las 
 
8 Esta tesis jurisprudencial fue objeto de varias aclaraciones de voto, en las que se advertía que la naturaleza de 
la moralidad administrativa no permitía absolutizar su concepto. Por el contrario, esa misma naturaleza imponía 
que el análisis de su posible vulneración se diera según las particularidades de cada caso, restando así 
trascendencia a las consideraciones sobre la legalidad. Ver voto del doctor Danilo Rojas Betancourth. 
máximas de la propia legislación deben concordar a partir de una legislación propia con un 
posible reino de los fines, como un reino de la naturaleza” (Kant, 2016, p. 150-151). 
 
No solo el imperativo categórico, también el hipotético, se apoyan en las máximas. Ambos 
son fórmulas de acción que expresan la relación entre leyes ligadas a la voluntad general, y 
la imperfección subjetiva de la voluntad del ser humano. Sin embargo, recaen sobre esferas 
distintas, pues el hipotético se entiende como una necesidad práctica, en el plano de la acción, 
que debe servir como medio para acceder a lo que la persona desea o necesita. Allí, la acción 
es una práctica buena de la que el sujeto se vale para lograr un propósito, sin que importe que 
sea posible o real. Por su parte, el imperativo categórico está presente cuando una acción que 
es buena por sí misma, guarda congruencia con la razón (Kant, 2016, p. 114-115). 
 
Este último imperativo es formulado por Kant (2016) de varias maneras. En su presentación 
más simple, obliga a quien lo sigue a “obra[r] solo según aquella máxima por la cual puedas 
querer que al mismo tiempo se convierta en una ley universal” (p. 126). Además, es 
presentado como principio práctico supremo que reprueba todas las máximas que no 
respondan a la legislación universal de la voluntad, a la que el hombre se somete siendo su 
propio autor (p. 71). El entendimiento de la bondad ínsita en el actuar de sujeto debe 
abordarse coetáneamente con la autonomía de su voluntad, atributo cardinal de este 
imperativo debido a que solo desde allí puede admitirse que la voluntad es una ley para sí 
mismo, sin que importen los objetos del querer (Kant, 2016, pp. 157).  
 
A partir de la autonomía de la voluntad y la razón de ser de la acción se entiende por qué en 
el imperativo categórico cada sujeto asume la condición de legislador universal a partir de 
máximas generalizables. Sin embargo, es preciso revisar el comportamiento de otros frente 
a la misma situación, de lo que se sigue que la condición de legislador universal responde no 
solo al actuar propio sino también al de terceros que enfrentan la misma situación (Kant, 
2016, p. 71). La voluntad, como fuente de legislación universal a partir de todas sus máximas, 
desplaza la inclusión de intereses particulares en el desarrollo del imperativo. Permitir que 
esos intereses se involucren en la formulación de la legislación universal sería atentar contra 
su carácter incondicionado (Kant, 2016, p. 144). 
 
Las consideraciones que acabamos de referir nos muestran que Kant apunta a una moral con 
pretensión universalizadora, a la que se accede a partir de la razón, voluntad y libertad del 
sujeto. Desde el imperativo categórico es posible que la máxima fijada por cada sujeto en su 
condición de legislador universal sea razonablemente asociada a la respuesta comportamental 
que darían otras personas en la misma situación.  
 
Es momento de enfocarnos en la concepción kantiana sobre el derecho, y a su vez, la eventual 
relación entre estos. Inicialmente, este autor precisa que, aunque la ética comparte algunos 
deberes con el derecho, se aleja de este al no plantearlos en forma de obligación (Kant, 2008, 
p. 25). Lo deseable sería que todos obráramos según el imperativo categórico, pero ante 
posibles desviaciones debe acudirse a un mecanismo coercitivo que haga efectivos los 
parámetros necesarios para vivir en comunidad (Castro, 2016, p. 62). Es claro que, a 
diferencia de la moral, el derecho tiene por objeto los comportamientos externos de las 
personas, y lo integran el “conjunto de condiciones bajo las cuales el arbitrio de uno puede 
conciliarse con el arbitrio del otro según una ley universal de la libertad”. El derecho se erige 
entonces como el instrumento a partir del que se busca que la libertad propia coincida y pueda 
ser ejercida coetáneamente con la de los demás (Kant, 2008, p. 39). 
 
Ahora, el derecho entraña varios tipos de ley. El primero, compuesto por leyes jurídicas que 
recaen sobre el arbitrio externo y obligan a la conformidad de este con lo regulado a través 
de la normatividad; este es el escenario de la legalidad de la acción, que crea deberes externos 
sin comprometer el arbitrio interno del sujeto. Adicionalmente, encontramos leyes éticas, que 
cobijan tanto el ámbito interno como externo del comportamiento, llevando a la moralidad 
de la actuación, creadora de deberes a desde el interior del sujeto (Kant, 2008, pp. 17-18, 24). 
 
De conformidad con lo anterior, y dependiendo de la presencia del móvil en la configuración 
legislativa, también podemos entender la diferencia entre los diversos tipos de leyes. La 
legislación es ética cuando convierte la acción en deber, al tiempo que este constituye el 
móvil de la acción; en cambio, la legislación es jurídica si el móvil no se incluye en la ley, 
permitiendo la concurrencia de ideas y factores diferentes al deber (Kant, 2008, pp. 17-18). 
En cada caso, el arbitrio del sujeto debe establecer si está ante legislación jurídica o ética, ya 
que en el primer caso la norma heterónoma necesariamente será un referente de conocimiento 
teórico a consultar, mientras que en la legislación ética ya se determinó, de antemano, la 
forma en que la conducta se fundamenta y orienta (Kant, 2008, p. 24). 
 
Igualmente, la legislación jurídica va de la mano con la coactividad, consecuencia de algunos 
“fundamentos patológicos del arbitrio” que pueden viciar el comportamiento del sujeto 
(Kant, 2008, p. 24). Ese carácter coactivo aleja al derecho de la moral, pues “derecho y 
facultad de coaccionar, significan, pues, una y la misma cosa” (Kant, 2008, p. 42), y ratifica 
que la legalidad de la acción se estructura a partir de su correspondencia con lo establecido 
en la legislación, sin atender motivación alguna, a diferencia de la moralidad, en la que el 
móvil de la acción exigida por la norma está incorporado en la ley (Kant, 2008, p. 24). 
 
De esta manera, Kant estructura su teoría moral partir del imperativo categórico, pero la une 
con el rol que desempeña el derecho en la comunidad. Ambas disciplinas se centran en el 
sujeto -en sus ámbitos interno y externo, respectivamente-, aunque el derecho brinda las 
herramientas necesarias para garantizar que los comportamientos materiales permitan el 
desarrollo individual y colectivo de las libertades. 
 
2. Habermas y la complementariedad entre derecho y moral 
 
Jurgen Habermas (2010), en Facticidad y validez, nos presenta la relación entre derecho y 
moral a partir de la diferencia y complementariedad del uno hacia el otro, partiendo de la 
identificación de un derecho natural racional moderno que asume el problema generado por 
el derecho natural tradicional que lo antecede, consistente en mantener la distinción entre 
derecho natural y derecho positivo. Esta situación resulta problemática por generar 
duplicidades conceptuales, como entender la autonomía desde el principio moral y desde el 
principio democrático, muy a pesar de que esa bifurcación resulta inadmisible tanto desde la 
sociología como desde lo normativo (Habermas, 2010, p. 170). 
 
Al introducirse en el análisis del problema referido, Habermas (2010) recuerda que Kant 
partió de la ley moral de libertad para obtener leyes jurídicas. En este proceso, la teoría moral 
suministraba conceptos superiores como ley, voluntad y legislación, que luego, en la teoría 
del derecho, representarán restricciones frente al arbitrio, las relaciones externas y la 
coercibilidad. En el momento que se produce esa restricción, la ley jurídica refleja el 
contenido de las normas morales, acogiendo la idea platónica de que la disciplina jurídica 
proyecta, en el mundo fenoménico, el orden inteligible del reino de los fines (p. 170-171). 
 
Este idealismo acoge la idea de una comunidad en la que los sujetos responden moralmente 
por sus actos, intuición que, aunque acertada por cuanto la legitimidad del orden jurídico 
depende parcialmente de no contrariar la moral, riñe con la insinuación sociológica de que 
derecho y moral no se entienden por vía jerárquica sino complementaria (Habermas, 2010, 
p. 170-171). Esa relación parte de la sociología, donde se aprecia que derecho y moral se 
separaron del ethos global en el eran uno solo. La consecuencia fue que la moral se convirtió 
en saber cultural, y el derecho comenzó a proyectarse en lo institucional (Habermas, 2010, 
p. 171-172).  
 
La separación en comento es clave para que, a partir de la ramificación de las normas 
generales de acción en reglas morales y reglas jurídicas, se supere la concepción platónica 
mencionada. Esa misma separación resulta trascendental para abandonar la idea de que los 
derechos fundamentales reflejan la moral, y que la autonomía moral proyecta la autonomía 
política. Derecho y moral son sistemas de reglas independientes y complementarios, con una 
base empírica que repele el idealismo platónico (Habermas, 2010, p. 172). 
 
Sin embargo, debemos detenernos en una inquietud adicional: ¿cómo explicar el surgimiento 
del principio moral y el principio democrático? Habermas (2010) se apoya en el principio 
del discurso, que indica que “son válidas aquellas normas, y solo aquellas, a las que todos 
los que puedan verse afectados por ellas pudiesen prestar su asentimiento como participantes 
en discursos racionales”9. Los principios referidos surgen de la especificación de ese 
 
9 Habermas desglosa el contenido del principio invocado, estableciendo que válidas se refiere a las normas de 
acción y enunciados normativos generales, independientemente de la distinción entre moral y normatividad; las 
 
principio general: será moral si estamos en el ámbito de las normas de acción que se 
justifican a partir de los puntos de vista de todos, y será democrático cuando su concreción 
verse sobre los casos en que las normas de acción tienen forma jurídica y se explican a partir 
de razones pragmáticas, políticas o morales (Habermas, 2010, p. 172-173). Esto no significa 
restringir a priori las contribuciones pensando que las razones a exponer dependan de la 
cuestión a tratar. Habermas (2010) llama a superar la distinción entre cuestiones públicas y 
privadas, transformando la asunción ideal del rol sugerida por Kant como algo individual, 
en una praxis pública ejercida por la comunidad (2010, p. 175). 
 
Adicionalmente, la razón de ser del principio democrático yace en fijar un procedimiento 
legítimo para la producción de normas jurídicas, a partir del asentimiento de los miembros 
de la comunidad jurídica, de tal forma que las cuestiones prácticas sobre la 
institucionalización de la voluntad política se decidan racionalmente. Desde allí, el principio 
moral y el principio democrático muestran una naturaleza diferente, pues mientras aquel 
entraña una pauta argumentativa moral para resolver cuestiones desde la estructura interna 
del esquema argumentativo, el principio democrático responde externamente a un sistema 
de derechos que asegura la participación de cada sujeto y garantiza los presupuestos 
comunicativos de realización de los integrantes de la comunidad jurídica. Tales diferencias 
responden a la necesidad del sistema de derechos de institucionalizar racionalmente la 
voluntad política, y de garantizar que esta sea un medio en el que los integrantes de la 
comunidad jurídica puedan expresarse (Habermas, 2010, p. 175-177). 
 
Después de abordar el origen de la separación entre el principio democrático y principio 
moral, Habermas (2010) dirige sus esfuerzos a explicar cómo el vínculo entre derecho y 
moral es necesario para compensar las limitaciones que esta tiene a nivel de contenido y 
alcance. La premisa capital en este apartado enseña que la moral solo puede responder por la 
corrección de juicios morales (p. 179). 
 
normas de acción versan sobre expectativas generalizadas de comportamiento en las dimensiones social, 
temporal y de contenido; afectado será cualquiera que pueda concernir en sus intereses las consecuencias de 
una práctica general regulada por la norma; y, finalmente, el discurso racional recae sobre toda tentativa de 
entendimiento acerca de pretensiones de validez que se hayan vuelto problemáticas, en la medida en que esa 
tentativa tenga lugar bajo condiciones de comunicación que permitan el libre procesamiento de contribuciones, 
información y razones (Habermas, 2010, p. 172-173).  
 
La moral tiene por objeto la justicia, y desde ella analiza los problemas con pretensión 
universal, dirigida al enjuiciamiento imparcial de conflictos. Sin embargo, no siempre puede 
definir cuál es la acción correcta, resultando insuficiente para brindar soluciones concretas. 
Además, depende de procesos de socialización que generen en la persona convicciones 
congruentes con ella, y esa interiorización de principios morales no siempre es viable, 
debiendo apelarse a otros instrumentos que le aseguren efectividad externa (Habermas, 2010, 
p. 179). En este contexto el derecho, como sistema de saber y de acción eficaz en el plano 
material, contribuye a superar el alcance restringido de la moral, aportando ventajas como su 
racionalidad y elaboración depurada, y relevar al individuo de la carga de observar las 
altísimas exigencias propias de la moral (Habermas, 2010, p. 180).  
 
Desde este conjunto, Habermas (2010) propone tres ejes representativos de la relación entre 
derecho y moral, a saber: los conflictos de acción, la relación entre las expectativas y la 
fuerza de voluntad propia, y la atribuibilidad de las obligaciones. 
 
A nivel de (i) conflictos de acción, la moral debe enfrentarse a su propia indeterminidad 
cognitiva. Moralmente, existen diversas pautas con vocación de aplicación al caso concreto; 
sin embargo, la abstracción de sus normas genera problemas de aplicación para resolver 
algunos conflictos, obligándonos a acudir a operaciones complejas que trascienden nuestro 
entendimiento y pueden llevarnos a resultados falibles. El derecho responde desde la 
facticidad a este problema, librando al ciudadano de la indeterminidad cuando la ley les 
atribuye carácter jurídico a ciertas concepciones, y son los jueces quienes resuelven los 
problemas interpretativos derivados de la legislación (Habermas, 2010, pp. 180-181). 
 
Frente al segundo problema, Habermas (2010) aborda la (ii) relación entre las expectativas 
y la fuerza de voluntad propia, en la que los problemas de incertidumbre motivacional y la 
exigibilidad limitan la moral. Frente a la incertidumbre motivacional, la actividad moral del 
individuo pretende lograr consonancia entre deber e inclinación -móvil-, pero en algunos 
casos el deber riñe con el querer del sujeto. En lo que respecta a la exigibilidad, tenemos que 
la validez de la norma está sujeta al asentimiento racional de la comunidad, y desde allí, cada 
uno espera que la colectividad cumpla con la ley; sin embargo, si no hay un acatamiento 
cabal de esta, no es posible exigir su observancia. Al no poder definir los móviles y 
comportamientos de sus destinatarios, la moral requerirá de la capacidad coercitiva del 
derecho para proyectar materialmente sus pretendidos efectos, incluso en contra de la 
voluntad de quienes se alejen de la norma (2010, p. 181-182). 
 
Finalmente, aborda la (iii) atribuibilidad de las obligaciones. La moral, por sí sola, no 
siempre es suficiente para alcanzar sus metas universalistas, por lo que demanda la 
cooperación de aparatos organizacionales idóneos para alcanzar sus objetivos. En el marco 
de esa cooperación está presente el derecho, entendido como el sistema de reglas escalonadas 
de forma reflexiva, que genera pautas orientadas a la regulación de comportamientos externos 
(Habermas, 2010, p. 182). En otros términos, el derecho se presenta como el sistema que 
“incluye normas que establecen quién y de qué manera puede crear nuevas normas o aplicar 
a las ya existentes” (Araújo, 2015, p. 148), desde donde se permite que la moral pueda 
apoyarse en estructuras institucionales legítimas que le permitan alcanzar sus objetivos. 
 
En virtud de lo anterior, el derecho permite que la moral alcance diversos ámbitos de acción 
de nuestra sociedad, al tiempo que releva al ciudadano de la carga de responder a las diversas 
y muy altas exigencias para alcanzar una moral efectiva. Sin embargo, la única excepción a 
este parámetro es la necesaria observancia del derecho (Habermas, 2010, p. 183-184). 
 
3. Claridad sobre las concepciones de Kant y Habermas sobre la relación entre derecho 
y moral 
 
Es menester destinar unos comentarios para precisar que, según lo expuesto, Kant y 
Habermas muestran diferencias relevantes en la forma en que asumen la relación entre 
derecho y moral. Recordemos que para Kant moralidad y legalidad se enfocan en el 
comportamiento del sujeto: mientras aquella apunta a la coherencia entre la máxima de la 
acción y la ley, esta se centra en la conformación de la acción con el dictado de la norma 
jurídica. En otros términos, mientras la primera tiene en cuenta el móvil con vocación de 
universalidad, la segunda valida la conformidad del comportamiento material con lo 
dispuesto por el legislador. 
 
En cuanto a la concepción habermasiana, no hay una relación tan estrecha entre la moral y el 
derecho, como tampoco una ruptura absoluta. Ambos son órdenes normativos diferentes pero 
que se complementan entre sí, pues el derecho positivo conserva algunas referencias a la 
moral dirigidas a los ámbitos de validez y legitimidad (Morales-Aguilera, 2014, p. 17). 
Empero, mal podría perderse de vista que, como se anotó, para Habermas la moral constituye 
una forma de saber cultural, mientras que el derecho se erige como un sistema de acción que 
institucionaliza la formación racional de la voluntad y que les brinda la posibilidad a los 
individuos de participar en igualdad de condiciones en la producción del derecho (Morales-
Aguilera, 2014, p. 18). 
 
Así, podemos apreciar de forma general que mientras Kant entiende que derecho y moral son 
formas de regulación del comportamiento del sujeto -a nivel externo e interno, 
respectivamente-, Habermas, a pesar de reconocer su vínculo de complementariedad, marca 
cierta distancia entre uno y otro, pues en su sentir la política es el componente desde el que 
la reflexión fáctica se encauza hacia la deliberación y publicidad.  
 
Parte tercera:  fundamento filosófico de la moralidad administrativa 
 
Luego de revisar el tratamiento jurídico de la moral administrativa en la Constitución de 
1991, así como los conceptos de derecho y moral en Kant y la relación entre estos en 
Habermas, analizaremos la forma en que, con apoyo en estas construcciones, se puede 
comprender el contenido de la moralidad administrativa. 
 
3.1 Utilidad conceptual: la legislación ética kantiana y la moralidad administrativa 
 
Recordemos que, para Kant, la moral se basa en la construcción por parte del sujeto de 
normas de comportamiento interno con vocación de universalidad. Sin embargo, el arbitrio 
de la persona puede estar viciado por algunos fundamentos patológicos que la desvían, por 
lo que el derecho surge como la herramienta reguladora de comportamiento externo que 
permite la coexistencia y ejercicio de las libertades, en el marco de la interacción comunitaria. 
 
Así mismo, Kant propone varios tipos de legislación, según la relevancia que la moral tenga 
en cada caso. En la legislación ética, el móvil se convierte en el deber que guía la acción, 
mientras que en la legislación jurídica el sujeto se obliga a comportarse de acuerdo con el 
deber fijado en la ley, al margen de su motivación. Estas consideraciones son relevantes pues 
la teleología de la moralidad administrativa, como anotamos, se asocia a la realización de los 
fines del Estado, y por contera, con evitar la degradación del arbitrio de quienes ejercen 
funciones administrativas. De acuerdo con el artículo 2° de la Constitución, el Estado se 
encuentra instituido para satisfacer el interés general, disposición que para la Corte 
Constitucional tiene doble naturaleza, pues orienta la actividad de las autoridades y permite 
determinar cuándo el servidor público se ha apartado de los fines esenciales del Estado: 
 
“De esta manera, esta norma constitucional guía la actividad pública en todas sus 
manifestaciones y determina, por consiguiente, un parámetro de control de la misma, 
al establecer un criterio constitucional para la identificación del desvío del poder 
público. También, la determinación constitucional de los fines esenciales del Estado 
es, al mismo tiempo, razón de ser de la responsabilidad de los agentes públicos y 
criterio para su determinación” (CC, sent. C-115/2017). 
 
Evitar la degradación de la conducta de los servidores públicos es una gran preocupación de 
los Estados, por lo que algunas disposiciones relacionadas con la conducta de estos tienen 
como objetivo prevenir y sancionar la corrupción. Por ejemplo, el Estado colombiano aprobó 
la Convención Interamericana de Lucha contra la Corrupción10, instrumento enfocado en su 
prevención, detección, sanción y erradicación. Esta disposición, junto con la normatividad 
interna penal, disciplinaria y fiscal11, buscan evitar que el uso del poder se dirija a satisfacer 
 
10 Este instrumento internacional, aprobado a través de la Ley 412 de 1997, establece en su artículo VI algunos 
actos de corrupción a los que deben hacer frente los Estados, de forma mancomunada, para evitar la extensión 
de este fenómeno que impide el desarrollo social y la realización del proyecto constitucional. 
11 Recogidas principalmente en las leyes 599 de 2000 (penales), 734 de 2002 (disciplinarias) y 610 de 2000 
(fiscales).   
intereses particulares que sacrifiquen la posibilidad de alcanzar las condiciones necesarias 
para que los asociados se desarrollen desde su dignidad y autonomía (CC, sent. C-397/1998). 
 
De acuerdo con lo anterior, el ejercicio de la función pública pretende contribuir, a partir de 
su ejercicio probo, a la consecución de los fines del Estado, evitando cualquier actuación que 
los lesione. Desde una perspectiva teleológica, se advierte que el bloque de legalidad implica 
una valoración moral previa por parte del legislador, fundamentada en la necesidad de 
asegurar que la conducta del servidor público se avenga a los fines del Estado y a la rectitud 
que la sociedad espera por parte de quienes ejercen competencias públicas.  
 
Recordemos por ejemplo que Rodríguez (2019), comentando la obra de Dworkin, afirma que 
para este último las normas que integran el sistema jurídico son aquellas derivadas de la 
“moralidad política presupuesta por las normas e instituciones de la comunidad” (p. 61). Por 
su parte, Alexy (2016) aduce que el ordenamiento jurídico se caracteriza por su pretensión 
de corrección, que, al margen del contexto particular de cada caso, presenta dos 
características transversales: su justificabilidad y su corrección moral (p. 30). Esta implica la 
presencia de ciertos valores en las expresiones del ordenamiento jurídico -leyes, decisiones 
judiciales, etc.-, reconocidos para responder adecuadamente a la necesidad de garantizar 
justicia en la distribución y compensación de los bienes jurídicos requeridos para el desarrollo 
individual y colectivo de los asociados (Alexy, 2016, pp. 77-78).  
 
Así, la orientación teleológica del bloque de legalidad que regula las actuaciones del servidor 
público se fundamenta en la pretensión de corrección, que implica un juicio de valor moral 
tanto del constituyente al concebir el artículo 2° Superior, como del legislador al expedir las 
normas propias de dicho bloque, estimando justo que para asegurar la correcta distribución 
de bienes jurídicos se sancionen las conductas que prioricen intereses particulares. 
 
Según lo expuesto, desde la perspectiva kantiana, la moralidad administrativa no debe 
asociarse al y analizarse desde el imperativo categórico, pues sería insuficiente dado que su 
objeto no es la regulación de conductas externas. Si el objetivo de la constitucionalización de 
la moralidad administrativa es repercutir en el ejercicio material de las competencias del 
servidor público, estaríamos ubicados en el plano jurídico, sin perjuicio de la idea 
dworkiniana y alexiana sobre la valoración moral que el constituyente y el legislador 
incorporaron en las normas jurídicas sobre el interés general y la sanción de actos de 
corrupción. 
 
3.2 Utilidad pragmática: valoración desde el complemento propuesto por Habermas 
 
La jurisprudencia analizada ha precisado que la moralidad administrativa busca asegurar que 
el comportamiento de sus servidores se avenga a los fines del Estado. Para ello, entre otras 
cosas, el legislador ha dictado normas que definen los deberes y responsabilidades del 
servidor público. En el presente apartado, siguiendo la construcción de Habermas sobre el 
complemento entre derecho y moral, podemos apreciar que su recepción en la jurisprudencia 
del Consejo de Estado representa algunas ventajas a nivel de decantación de los parámetros 
para analizar la correspondencia entre el actuar del servidor público y los fines del Estado. 
 
(i) La indeterminación de la moral nos enfrenta a los conflictos de acción que Habermas 
presenta como primer referente de análisis de la relación complementaria entre derecho y 
moral. La indeterminidad cognitiva propia de estos conflictos crea dificultades para alcanzar 
una única respuesta correcta a determinados problemas; falencia que, empero, se puede 
superar a través del derecho, pues el legislador crea una norma heterónoma y vinculante para 
regular el comportamiento externo del sujeto, resolviendo con fuerza jurídica de autoridad el 
posible dilema moral. Esto implica relevar al sujeto del deber de establecer la acción correcta, 
pues el legislador es quien, atendiendo su propia autoridad, resuelve el conflicto. 
 
Positivizar la moral genera distintas dificultades (Santofimio, 2017, p. 371), pues como 
vimos, esta se refiere a normas que rigen el comportamiento interno de la persona, haciendo 
prima facie poco razonable que este concepto constitucional se refiera a pautas internas de 
comportamiento del servidor público. La indeterminidad cognitiva en el fuero interno sería 
un obstáculo insalvable para determinar qué es lo que el juez popular le puede exigir a quien 
desarrolla funciones públicas.  
 
En este punto es clave tener en cuenta que de acuerdo con el artículo 6° de la Constitución12, 
los servidores públicos son responsables por infringir la ley, así como por la omisión o 
extralimitación en sus funciones. En el mismo sentido, el artículo 12113 de la Carta dispone 
que ninguna autoridad puede ejercer funciones distintas a las que la ley le permite, y el 
artículo subsiguiente establece que todo empleo debe tener definidas previamente las 
competencias que le corresponden14. Luego, el artículo 124 aduce que la misma ley precisará 
la responsabilidad de los servidores públicos, y la forma en que esta habrá de realizarse15.  
 
Para el objetivo de esta disertación, es imperativo apreciar cómo, desde la Constitución, la 
responsabilidad del servidor público depende necesariamente de lo establecido en ella 
misma, en la ley y en los reglamentos. En virtud de este lineamiento, no se podría acudir a 
referentes valorativos distintos a los que el principio de legalidad impone al funcionario. 
Estimamos que la jurisprudencia de la Sala Plena Contenciosa ayuda a superar la 
indeterminabilidad cognitiva cuando acude al bloque de legalidad como referente normativo 
de las obligaciones que le asisten al servidor público, y simultáneamente, como pauta de 
valoración de comportamiento, fija elementos precisos de análisis con los que resulta posible 
establecer el objeto de la obligación del servidor y su alcance. Para el funcionario, esto 
representa claridad sobre la conducta que debe observar y sobre las consecuencias que se 
desprenderían de su eventual incumplimiento. La posición del Pleno Contencioso, en nuestro 
criterio, responde a la primera de las formas en que, de acuerdo con Habermas, derecho y 
moral se complementan. 
 
En cuanto a la orientación jurisprudencial que afirma que la vulneración de la moralidad 
administrativa se valora en cada caso concreto, esta también admite que el principio de 
legalidad es un estándar relevante dentro del análisis que debe realizar el juez popular. Sin 
embargo, reconocer la posibilidad de superar el principio de legalidad nos genera algunas 
 
12 “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los 
servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”.  
13 “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la 
ley”. 
14 En lo pertinente, el artículo referido dispone que “No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas 
en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la 
respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente”.  
15 “La ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”. 
dudas, pues además de desbordar el marco de responsabilidad definido por el artículo 6° de 
la Constitución, podría significar mantener algún grado de indeterminidad cognitiva, en 
desmedro de la seguridad jurídica y de la eficacia material de la Constitución. 
 
(ii) El segundo referente propuesto por Habermas es la relación entre expectativas y fuerza 
de voluntad propia, que como vimos, generan incertidumbre motivacional y exigibilidad. 
Este problema obedece a que no siempre hay consonancia entre los móviles y la conducta 
del sujeto, aunado a que la moral por sí sola no podría garantizar la exigibilidad de sus 
dictados, ya que su transgresión solo da lugar a reproches sociales. 
 
Además de las normas que determinan las funciones propias de cada empleo público -leyes, 
reglamentos, manuales de funciones-, otros referentes normativos como el Código 
Disciplinario Único, la ley de responsabilidad fiscal, las disposiciones del Código Penal que 
versan sobre delitos contra la administración pública, el Estatuto Anticorrupción y la ley que 
desarrolla la acción de repetición16, tienen en común la precisión de las consecuencias que 
pueden afrontar los servidores públicos ante el incumplimiento de sus deberes. Este preciso 
bloque de legalidad, simultáneamente, ayuda a superar el problema de exigibilidad que 
enfrenta la moral. Contar con normas que fijan de antemano los deberes del servidor público, 
así como las consecuencias que apareja su pretermisión, se traducen en eventuales sanciones 
o responsabilidades, incluso al margen de los móviles de la conducta del servidor público. 
Podemos advertir que, en términos kantianos, estamos ante un caso de legislación jurídica, 
en la que, desde el punto de vista pragmático, los móviles no condicionan la acción ni el 
deber del servidor público, superando con ello posibles incertidumbres motivacionales. 
 
Regresando a la jurisprudencia examinada, en relación con el problema de la exigibilidad, se 
insiste en que permitir que el juez popular supere el principio de legalidad significa 
desconocer los límites constitucionales de la responsabilidad del servidor, pues la 
Constitución la limita a lo consagrado en el ordenamiento jurídico. La primera orientación 
jurisprudencial revisada, para defender la moralidad de la administración, ahonda el 
 
16 El Estatuto Anticorrupción está contenido en la Ley 1474 de 2011, mientras que la acción de repetición está 
regulada principalmente en la Ley 678 de 2001. 
problema de la exigibilidad al reconocer la posibilidad de evaluar el comportamiento del 
servidor público excediendo los límites definidos institucionalmente a través del principio de 
legalidad. Las ventajas propias de la precisión de la ley pueden desaparecer cuando la 
jurisprudencia abre la puerta para fiscalizar aspectos distintos a los definidos por el 
legislador. En este punto, la primera orientación jurisprudencial, a diferencia de la de la Sala 
Plena, puede perpetuar las dificultades surgidas a partir de la indeterminación.  
 
(iii) Por último, Habermas se refiere a los problemas de la moral relacionados con la 
atribuibilidad de las obligaciones. La moral pretende ser universal, pero no cuenta con 
mecanismos para garantizar la efectividad de ese propósito. 
 
Al abordar la concepción kantiana de la moral, vimos cómo el imperativo categórico trae 
consigo la vocación de universalidad de la norma constituida autónomamente por el sujeto. 
Sin embargo, el derecho aparece como regulador del ámbito externo, apelando incluso a la 
coacción para garantizar la connivencia de las libertades de los asociados, y la corrección de 
comportamientos basados en patologías del arbitrio. En este aspecto, las concepciones 
jurisprudenciales analizadas reflejan la necesidad de contar con una estructura que permita 
garantizar la atribuibilidad de las obligaciones. La moralidad administrativa es potenciada 
por su consagración directa en la Constitución, en la ley, y por reivindicarse a través de la 
acción popular.  
 
Además del carácter vinculante propio de toda decisión judicial, en el marco del ejercicio de 
la acción popular es viable que el juez sancione por desacato al encargado del cumplimiento 
del fallo y que decrete medidas cautelares, de acuerdo con los artículos 43 y 41 de la Ley 472 
de 1998, respectivamente. Con ello, las obligaciones atribuidas por la moral recogidas por el 
legislador cuentan con mecanismos dirigidos a garantizar su cumplimiento, incluso contra la 
voluntad del sujeto transgresor del mandato normativo. 
 
3.3. Balance: qué aportan Kant y Habermas para comprender la moralidad administrativa 
 
La concepción kantiana presenta la moral como la regulación autónoma del comportamiento 
interno. Sin embargo, como es posible desatenderla, el derecho se enfoca en el 
comportamiento externo del sujeto, a partir de normas heterónomas que serán éticas o 
jurídicas dependiendo del papel de la moral en ellas. Hay, entonces, un vínculo de necesidad 
dirigido a permitir el ejercicio de las libertades de todos los asociados. Por su parte, Habermas 
enseña que derecho y moral son sistemas diferentes; esta constituye un saber cultural y aquel 
es el elemento propio del ámbito institucional que permite superar conflictos de acción, de 
coherencia entre expectativas y fuerza de voluntad propia, y de atribuibilidad obligacional. 
Sin embargo, se complementan en tanto el derecho establece mecanismos dirigidos a 
racionalizar y hacer efectivas las exigencias morales abrigadas por el ordenamiento jurídico. 
 
En cuanto a la moralidad administrativa como concepto constitucional, encontramos que su 
objeto es el comportamiento probo y transparente del servidor público, sin comprometer su 
fuero interno. Empero, debe determinarse si estamos ante un evento de legislación ética o 
jurídica; en el primer caso, la moral condicionaría la noción del deber que asume el servidor 
público, impactando la actuación con la que se espera cumplir con la ley; por el contrario, en 
el segundo caso bastaría con que el comportamiento del funcionario corresponda con lo fijado 
por el legislador, al margen de los motivos que soporten su actuar. 
 
Las concepciones jurisprudenciales estudiadas han coincidido en el objeto protegido por la 
moralidad administrativa, dando importancia a los fines del Estado como pauta orientadora 
del actuar del servidor público. Ahora, las dificultades de la moral advertidas por Habermas 
hacen compleja la tarea de supervisar que el comportamiento externo del servidor público 
esté fundamentado en el arraigo moral. De allí que la jurisprudencia estudiada considere 
como un estándar relevante de valoración del actuar del funcionario la correspondencia entre 
su comportamiento y lo dispuesto por el legislador, acercándose así a la idea de legislación 
jurídica propuesta por Kant. 
 
Advertimos que la Constitución, principalmente en sus artículos 6 y 121, sujeta el actuar del 
servidor público a lo dispuesto por el bloque de legalidad, y su responsabilidad a la acción, 
omisión o extralimitación frente a los parámetros contenidos en ese marco normativo. De allí 
que, jurídicamente, el estándar de valoración del respeto al principio de legalidad esté 
necesariamente en la misma ley. Esa definición, justamente, procura darles certeza a los 
fundamentos sobre el comportamiento esperado y de la eventual responsabilidad del servidor 
público, lo que resulta coherente con la idea habermasiana de que el derecho brinda la 
precisión y exigibilidad a las conductas definidas por el legislador, y con ello complementa 
los déficits que en estos campos afectan la moral. 
 
Adicionalmente, recordemos que la legislación contiene un juicio ético derivado de la 
pretensión de corrección propia del ordenamiento jurídico. La inclusión de principios en este 
implica una valoración moral dirigida a irradiar otros desarrollos como la legislación y la 
jurisprudencia. Cuando se legisla para garantizar que el servidor público actuará observando 
el interés general y los fines del Estado, distanciándose de prácticas degradantes ajenas al 
buen servicio, hay un juicio ético ínsito en la ley positiva y en las decisiones judiciales 
relacionadas con esta, y que incorpora el componente moral al deber y a la acción. 
 
Lo anterior no significa que deba dejarse de lado la concepción de la moralidad 
administrativa como legislación ética; esta es una aspiración importante para todo servidor 
público. Debemos pretenderse interiorizar las pautas morales que justifican el actuar probo y 
honesto, de tal forma que estas sean el motivo por el cual sus actuaciones se avengan a los 
deberes fijados por el legislador. Mientras llegamos a ese punto, entender la moralidad 
administrativa como legislación jurídica por lo menos brinda los elementos necesarios para 
responder en la praxis al fundamento teleológico del Estado, al tiempo que combate prácticas 
que riñen con el buen servicio público, como la corrupción. 
 
Parte cuarta: conclusiones 
 
A título de conclusión general, podemos afirmar que la relación entre derecho y moral, a la 
luz de algunas construcciones kantianas y habermasianas aplicables en lo relacionado con la 
moralidad administrativa contemplada en la Constitución de 1991, ponen de presente la 
relación de complementariedad entre estos, indispensable para poder proyectar efectos en el 
plano del comportamiento externo de los sujetos. 
 
La moralidad administrativa puede corresponder razonablemente al concepto kantiano de 
legislación jurídica, pues para definir el comportamiento del servidor público, se exige la 
correspondencia entre la acción desplegada por este y el resultado contemplado en la ley. 
Esta concepción, y el desarrollo jurisprudencial que le ha dado la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, de forma coherente con los lineamientos 
incorporados en la Norma Superior, han hecho del bloque de legalidad un estándar esencial 
para determinar si la moral administrativa fue vulnerada. El elemento objetivo definido por 
dicha corporación implica determinar si se desconoció el ordenamiento jurídico, mientras 
que el subjetivo, si bien analiza el comportamiento del servidor público, lo hace desde normas 
jurídicas que precisan los fines del Estado y prohíben actos de corrupción.  
 
Adicionalmente, la precisión de los estándares definitorios del respeto de la moralidad 
administrativa permite afrontar de forma más precisa los conflictos de acción, de atribución 
obligacional y de relación entre expectativas y voluntad. Pragmáticamente, la jurisprudencia 
unificada del Consejo de Estado ofrece la ventaja de definir tanto para los servidores públicos 
como para el juez popular la forma en que debe adelantarse el juicio de moralidad. 
 
Como conclusiones particulares, podemos presentar las siguientes: 
 
(i) Las concepciones kantiana y habermasiana sobre la relación entre derecho y moral, si bien 
comparten algunos elementos sobre la complementariedad del uno hacia el otro, también 
muestran diferencias importantes: mientras Kant busca supeditar el derecho a la moral, 
Habermas los separa, buscando que la política se ubique en la base de la reflexión fáctica.   
(ii) La moral administrativa consagrada en la Constitución de 1991 y en diversas leyes, y 
desarrollada por la jurisprudencia constitucional y administrativa, es resultado del principio 
democrático y no del principio moral, pues luego de seguir el procedimiento de formación 
normativa previsto, responde a la corrección de juicios jurídicos, no morales.  
 
(iii) Alexy brinda un elemento adicional a la forma en que debe entenderse la moralidad 
administrativa, pues la pretensión de corrección que caracteriza el ordenamiento jurídico 
implica que el juicio moral esté incorporado a los referentes normativos; desde estos se 
establece cuándo la acción del servidor público riñe con el interés general. La moral no se 
exige como convicción, pero está presente en el soporte teleológico del bloque de legalidad 
aplicable al funcionario público. 
 
(iv) A pesar de las conclusiones anteriores, la aspiración de los servidores públicos para 
responder a lo que se espera del Estado social de derecho, debe ser asumir la moralidad 
administrativa como legislación ética, de tal suerte que la convicción sobre la justificación 
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